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Este artículo actualiza la exposición que la autora ofreció en el conversatorio sobre ne-
gociación colectiva en el sector público que fue organizado por la Sociedad Peruana 
de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social y la Organización Internacional del 
Trabajo en setiembre de 2019.**

I.  Antecedentes

Los proyectos de ley sobre negociación colectiva en el sector público iniciaron 
su tramitación en el año 2016 y fueron objeto de análisis por dos Comisiones en 
el Congreso peruano, la Comisión de Trabajo y Seguridad Social (en adelante, 
Comisión de Trabajo) y la Comisión de Descentralización, Regionalización, Go-
biernos Locales y Modernización de la Gestión Del Estado (en adelante, Comi-
sión de Descentralización).
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Ante la Comisión de Trabajo se presentaron seis proyectos de ley entre no-
viembre de 2016 y noviembre de 2017, como se muestra en este cuadro:

La Comisión de Trabajo tras el análisis de los distintos proyectos de ley pre-
sentados elaboró un Dictamen1 (06.12.17) en el que se incorporó un “Texto sus-
titutorio” que recogió un único proyecto, al que denominó “Ley de negociación 
colectiva en el sector estatal”2 (en adelante, Proyecto de Ley de la Comisión de 
Trabajo). Este fue presentado y aprobado en el Congreso (18.10.18). Sin embar-
go, el texto de la autógrafa enviada al Ejecutivo fue observada ampliamente por 
este (18.12.18)3, por lo que no se publicó en el Diario Oficial.

Por su parte, el Ejecutivo elaboró un proyecto de ley denominado “Ley que 
regula la negociación colectiva en el sector público”4, dirigida a la Comisión de 
Trabajo y a la Comisión de Descentralización, aunque solo consta el ingreso 
(29.01.19) y la elaboración del dictamen en esta última Comisión (12.07.19). El 

1 El Dictamen de la Comisión de Trabajo puede descargarse en:
 http://www.leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Dictamenes/Proyectos_de_Ley/

00656DC22MAY20171206.pdf (Consultado el 16.09.2019)
2 El texto sustitutorio puede descargase en: http://www.leyes.congreso.gob.pe/Documen-

tos/2016_2021/Texto_Sustitutorio/Proyectos_de_Ley/TS0065620181018.pdf (Consultado el 
16.09.2019)

3 Las observaciones del Ejecutivo al Texto aprobado de la Ley de negociación colectiva estatal puede 
descargarse en:

 http://www.leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Observacion_a_la_Autografa/
OBAU0065620181218.pdf (Consultado 16.09.2019)

4 El proyecto de ley presentado a la Comisión de Descentralización puede descargarse en: http://
www.leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Proyectos_de_Ley_y_de_Resoluciones_Le-
gislativas/PL0384120190129.pdf (Consultado 16.09.2019)
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dictamen a su vez, incluye un texto sustitutorio del proyecto de ley originario (en 
adelante, Proyecto de Ley de la Comisión de Descentralización)5.

Finalmente, tras la coyuntura política que concluyó con la disolución del 
Congreso en setiembre de 2019, el Ejecutivo decidió publicar el 23 de enero de 
este año el “Decreto de Urgencia N° 014-2020 que regula disposiciones generales 
necesarias para la negociación colectiva en el sector público” (en adelante, DU 
N° 014-2020). Sin perjuicio de que la constitucionalidad formal y material de tal 
norma esté cuestionada6, se tomará en cuenta en el análisis ya que hasta el mo-
mento es la norma vigente en la materia y aún no ha sido revisada por el Congreso 
como manda la constitución (art. 135). El contenido del DU N° 014-2020 es 
breve7, sin embargo, recoge aspectos relevantes sobre el ejercicio del derecho a la 
negociación colectiva de los servidores públicos.

Considerando la extensión otorgada para este trabajo se optó por analizar una 
de las materias recogidas tanto en el DU N° 014-2020 como en los proyectos de 
ley mencionados anteriormente. Se trata del límite o tope al contenido económico 
de la negociación colectiva, que se concreta en el Informe económico financiero 
emitido por el Ejecutivo para cada negociación. Sin duda, tras una larga historia 
de prohibiciones legales sobre la negociación colectiva en materia económica en 
el ámbito público, las propuestas en sentido contrario generan especial interés en 
los distintos actores: Estado, organizaciones sindicales, sociedad; y también en la 
comunidad jurídica.

II.  Fundamento de los límites en materia económica en la negocia-
ción colectiva del sector público:

El Convenio 151 OIT (ratificado por el Perú), al recoger el principio de 
fomento a la negociación colectiva en las Administraciones Públicas, precisa que 
esta debe aplicarse adoptando “las medidas adecuadas a las condiciones naciona-
les” (art. 7). Tal disposición deja entrever que el ejercicio de este derecho colectivo 

5 El Dictamen de la Comisión de Descentralización puede descargarse en:
 http://www.leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Dictamenes/Proyectos_de_Ley/

03841DC08MAY20190712.pdf (Consultado 16.09.2019)
6 El 19 de febrero de 2020, el Colegio Tecnológico Médico del Perú, presentó una demanda de 

inconstitucionalidad cuestionando el DU N° 014-2020. La que fue ingresada bajo el expediente 
3-2020-PI/TC.

7 Con solo 8 artículos en comparación con los 46 artículos que contenía el Proyecto de Ley originario 
elaborado por el Ejecutivo.
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de los servidores públicos debe adaptarse a las circunstancias y realidad de cada 
país, de sus Administraciones Públicas y de cómo se organiza el Estado. De hecho, 
la negociación en este ámbito no solo está condicionada por los “procesos presu-
puestarios y su lógica” sino también por factores económicos, políticos, demográ-
ficos, de empleo, etc. (CLS, 2013, párrafo 243).

Por ello, el Comité de Libertad Sindical (en adelante, CLS), citando a la 
Comisión de Expertos para la Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la 
OIT (en adelante, CEACR), recuerda que el Convenio 151 OIT si bien ampara 
la vigencia del principio de autonomía colectiva para los funcionarios públicos, 
también reconoce que tal Convenio debe “aplicarse con cierto grado de flexibi-
lidad, dadas las características particulares de la administración pública” (2018, 
párrafo 1489). Precisamente, el CEACR describe una de estas peculiaridades de la 
siguiente manera: “el Estado, cuyo margen de maniobra depende estrechamente 
de los ingresos del fisco, es en definitiva, en su calidad de empleador, responsable 
ante el electorado de la asignación y la gestión de estos recursos.” (1994, párrafo 
161). En otras palabras, el dinero que se utilice para cumplir lo pactado en un 
convenio colectivo en el ámbito público, está a disposición del Estado pero perte-
nece a todos los ciudadanos, de ahí que este no pueda decidir sin parámetros y sin 
dar cuentas a la población y/o parlamento.

Como se recordará el Tribunal Constitucional (en adelante, TC), en su sen-
tencia de 26 de abril de 20168, al declarar la inconstitucionalidad de algunas dis-
posiciones de la Ley del Servicio Civil en las que se prohibía la negociación co-
lectiva de condiciones económicas en el sector público, exhortó por segunda vez 
al Congreso de la República a emitir una norma que “regule de manera integral 
todos los aspectos vinculados con la negociación colectiva en la Administración 
Pública” (FJ 173°).

En esa línea, el TC mencionó los aspectos que debería incluir dicha regula-
ción, entre ellos, “el límite de los incrementos remunerativos, de modo tal que sea 
compatible con la capacidad presupuestaria estatal; las circunstancias excepciona-
les en las cuales el proceso de negociación colectiva puede ser limitada, entre otros 
aspectos” (FJ 173). El alto tribunal recuerda al legislar que la negociación colectiva 
sobre condiciones económicas en el sector público, debe ser coherente con otras 
disposiciones constitucionales en las que se recoge el principio de equilibrio pre-

8 Sentencia del Tribunal Constitucional (en adelante, STC) recaída en los Expedientes 0025-2013-PI/
TC; 0003-2014-PI/TC, 0008-2014-PI/TC, 0017-2014-PI/TC, de 26 de abril de 2016. Caso: Ley 
del Servicio Civil.
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supuestario (arts. 77 y 78 CP), en definitiva el TC valida la regulación de ciertos 
límites. De hecho, los dos proyectos de ley mencionados y el DU N° 014-2020, 
a modo de principios se refieren a este punto9.

Ahora bien, el TC también destaca que las limitaciones o restricciones de-
sarrolladas legislativamente, deben realizarse respetando “los criterios de razona-
bilidad y proporcionalidad, es decir, que no impliquen la desnaturalización del 
contenido del derecho a la negociación colectiva” (FJ 177). Por tanto, debe enten-
derse que lo que exige el TC es que la regulación legal del derecho a la negociación 
colectiva del sector público respete, por un lado, la posibilidad real de establecer 
propuestas para la mejora de las condiciones económicas -y no económicas- de 
los servidores públicos (art. 28, 42 CP); y, al mismo tiempo, que se equilibre el 
presupuesto estatal entre el gasto de planilla negociado y -entre otros aspectos- la 
atención efectiva y progresiva de los derechos sociales básicos de la población 
(salud, protección social, educación, empleo, vivienda, servicios primarios como 
agua, luz, desagüe, etc.), sobre todo para la población más vulnerable, cuidando 
también la sostenibilidad financiera de las instituciones públicas y del país a corto 
y mediano plazo (art. 1, 44, 77, 78 CP). En otras palabras, no solo debe verificarse 
que existe dinero para el pago de lo que se peticiona en la negociación colectiva, 
pues podrían existir recursos pero estos deben distribuirse de manera eficaz para la 
atención de todas necesidades y servicios que requieren los ciudadanos.

Una vez determinada la singularidad que plantea la negociación colectiva 
en el sector público en la determinación de las condiciones económicas, interesa 
indagar sobre los modelos compatibles con las normas internacionales sobre este 
tema, y contrastarlo con el modelo propuesto por los proyectos de ley bajo análisis 
y el DU N° 014-2020.

III. Modelos legales de negociación colectiva en el sector público con 
incidencia en el presupuesto estatal

El CEACR se refiere a dos modelos o sistemas generales, compatibles con los 
Convenios 151 y 154 (este último no ratificado por el Perú). El primer mode-

9 El Proyecto de Ley de la Comisión de Trabajo recoge el principio de previsión y provisión presu-
puestaria, “en virtud del cual, toda negociación colectiva que tenga incidencia presupuestaria deberá 
considerar la disponibilidad presupuestaria” (art. 3.d). El mismo principio se repite en el Proyecto 
de Ley de la Comisión de Descentralización (art. 3.d).

 El DU N° 014-2020, al menos de manera enunciativa, recoge (art. 2): el principio de previsión y 
provisión presupuestaria y el principio de responsabilidad y disciplina fiscal.
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lo consiste en aquella negociación colectiva de funcionarios públicos antes de la 
aprobación de los presupuestos del Estado, y el segundo modelo sería aquel que 
tiene lugar después de la aprobación del presupuesto estatal (2013, párrafo 333). 
Al respecto, Canessa señala que los órganos de control de la OIT prefieren el pri-
mer modelo, ya que facilita que la negociación colectiva culmine en un acuerdo. 
El segundo modelo, en cambio, plantea “límites difíciles de superar” (OIT, 2019, 
p. 33). Como se verá en los siguientes sub-apartados, caben distintas fórmulas 
para orientar la negociación colectiva dentro de unos máximos.

Interesa destacar que, cualquiera sea el modelo adoptado, en Perú, el gasto de 
las Administraciones Públicas -dentro del cual se encuentran las remuneraciones 
y demás condiciones económicas- solo puede realizarse si encuentra sustento en 
la Ley de Presupuesto Público, elaborada por el Ejecutivo y aprobada por el Con-
greso (art. 77 Constitución)10; aprobación que suele ocurrir los dos últimos meses 
del año, con vigencia anual.

Por ello el TC remarca que la negociación colectiva “debe ser celebrada o 
decidida con la suficiente anticipación a la formulación o elaboración del pro-
yecto de presupuesto anual de la entidad pública” con el fin de que “los acuerdos 
puedan tener eficacia real y guardar coherencia con el principio de equilibrio pre-
supuestario al ser aprobado por el Congreso de la República.”11.

1.  Modelo de topes en la ley de presupuesto:

El CLS plantea que en “la medida en que los ingresos de las empresas y enti-
dades públicas dependan de los presupuestos del Estado” sería posible establecer 
“topes salariales en las leyes de presupuesto del Estado”. Se entiende que esto 
aplicaría a las negociaciones aún no iniciadas o en desarrollo. Añade el CLS, que 
debería llegarse a esos topes “después de una amplia discusión y consulta entre los 
empleadores y las organizaciones sindicales interesadas en el seno de un sistema 
que cuente con la confianza de las partes” (2018, párrafo 1486). Se trataría de un 
procedimiento de “discusión y consulta” entre las partes, no una negociación co-
lectiva propiamente, ésta vendría luego. Por tanto, al iniciar la negociación colec-

10 Ver también, art. 2, numeral 2.2, Párrafo 7 del Decreto Legislativo 1440, Decreto Legislativo del 
Sistema Nacional de Presupuesto Público, de 16 setiembre 2018.

11 Sentencia del Tribunal Constitucional (en adelante, STC) recaída en los Expedientes 0025-2013-PI/
TC; 0003-2014-PI/TC, 0008-2014-PI/TC, 0017-2014-PI/TC, de 26 de abril de 2016. Caso: Ley 
del Servicio Civil (FJ 182).
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tiva en el sector público se tendría conocimiento de tales topes legales, los cuales 
debería respetar el convenio colectivo respectivo.

Dentro de este modelo, cabe -además- que el “Ministerio de Economía y 
Hacienda realice un informe previo antes de que se inicie la negociación colectiva 
con miras a que se respeten dichos topes” (CLS, 2018, párrafo 1486).

Si bien esta fórmula es más sencilla, no siempre puede seguirse. Por ejemplo, 
cuando “el período de vigencia de los contratos colectivos en el sector público 
no siempre coincide con la vigencia de la ley de presupuestos del Estado, lo cual 
puede plantear dificultades»” (CEACR, 1994, párrafo 264).

2.  Modelo de ley que habilita el establecimiento de límites en materia eco-
nómica:

Así, el CEACR menciona que pueden existir “disposiciones legislativas que 
habilitan” a su vez al “Parlamento o al órgano competente en materias presupues-
taria”, a “fijar un «abanico» salarial que sirva de base a las negociaciones, o estable-
cer una «asignación» presupuestaria global fija en cuyo marco las partes pueden 
negociar las cláusulas de índole pecuniaria o normativa” (1994, párrafo 263).

Sobre el criterio anterior, se entiende en este trabajo que las “disposiciones 
legislativas” que se mencionan no son las de la ley de presupuesto público sino 
de la ley que regula el ejercicio del derecho a la negociación colectiva en el sector 
público. Se trataría de una “ley habilitante”, dirigida al parlamento o al órgano 
del ejecutivo con competencia en materia presupuestaria (equivalente al MEF en 
Perú). Asimismo, tanto el “abanico” salarial como la asignación global fija deben 
entenderse como opciones posibles, siendo el legislador el llamado a elegir el me-
jor sistema de acuerdo a la realidad nacional, como lo permite el Convenio 151 
OIT (art. 7).

Precisamente, el TC en aquella sentencia en la que exhortó al Congreso a 
aprobar una Ley de negociación colectiva para el sector público, toma este modelo 
como ejemplo. El TC enfatiza la finalidad de esa labor legislativa: garantizar “el 
reajuste salarial de los trabajadores, pero también garantizar que est[e] no exceda 
a lo razonable” (FJ 181)12.

12 Sentencia del TC recaída en los Expedientes 0025-2013-PI/TC; 0003-2014-PI/TC, 0008-2014-PI/
TC, 0017-2014-PI/TC, de 26 de abril de 2016. Caso: Ley del Servicio Civil.
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Cabe precisar que, si bien el TC no lo menciona, el CEACR considera que 
también en este modelo es “fundamental… que los trabajadores y sus organizacio-
nes puedan participar plenamente y de manera significativa en la determinación 
de este marco global de negociación, lo que implica, en particular, que dispongan 
de todas las informaciones financieras, presupuestarias o de otra naturaleza que les 
sirvan para evaluar la situación con pleno conocimiento de causa” (1994, párrafo 
264).

3.  Modelo de prohibición legal de la negociación colectiva en materia eco-
nómica en el sector público

Este ha sido el modelo seguido por el legislador peruano desde los años 70, 
con el Decreto Legislativo 276, Ley de bases de la carrera administrativa, en el 
que se prohibía a las entidades públicas negociar con los servidores “beneficios 
que impliquen incrementos remunerativos” (art. 44). Luego con las sucesivas le-
yes de presupuesto desde el año 2006 -propuestas por el Ejecutivo y aprobadas 
por el Legislativo-, se mantuvo la prohibición aplicable a las entidades públicas 
con servidores bajo cualquier régimen laboral. Este modelo estuvo presente en las 
sucesivas leyes de presupuesto, declarándose por el TC la inconstitucional de la 
Ley de Presupuesto para el año fiscal 2013 y -por conexión- las siguientes hasta 
el año fiscal 201513. Por supuesto, este modelo se intentó perpetuar en la Ley del 
Servicio Civil, ya mencionada, declarada inconstitucional en este aspecto. Lo que 
sorprende especialmente, es la Ley de Presupuesto Público para el año fiscal 2020, 
vigente este año (al menos formalmente), en el que se insiste en este camino.

Cabe mencionar que este modelo de prohibición es avalado por los órganos 
de control de la OIT y por el TC peruano, siempre que se respeten determinados 
parámetros, los cuales no fueron seguidos en las normas antes mencionadas.

Las restricciones impuestas al contenido de los acuerdos colectivos en materia 
salarial son compatibles con los estándares internacionales si respetan los siguien-
tes parámetros (CEACR, 2013, párrafo 242; CLS, 2018, párrafo 1456):

- Deben estar justificadas “en el marco de las políticas de estabilización econó-
mica o de ajuste estructural” del Estado.

13 Sentencia del TC, pleno jurisdiccional, recaída en los Expediente Nº. 3-20 I 3-PI/TC; 4-2013-PI/ 
TC y 23-2013PI/TC, de 15 setiembre 2015. Caso: Ley de Presupuesto Público.
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- Las restricciones se aplican al contenido de futuros acuerdos no a los vigentes, 
salvo casos muy graves que ameriten una excepción y bajo ciertas condicio-
nes14.

- Las restricciones se disponen “siempre que se celebren consultas previas al 
respecto con las organizaciones de trabajadores y de empleadores”.

- Además, tales restricciones deben cumplir las siguientes condiciones:

“i) [que] se apliquen como medida de excepción; ii) se limiten a lo indispensable; 
iii) no sobrepasen un período razonable y iv) se acompañen de garantías destina-
das a proteger de manera efectiva el nivel de vida de los trabajadores interesados, 
y especialmente de aquellos que pueden resultar más afectados”.

Respecto a estas últimas condiciones cabe hacer algunos comentarios. Sobre 
la excepcionalidad, queda claro que no puede existir un modelo de prohibición 
o restricción salarial en la negociación colectiva del sector público como regla 
general sin justificación objetiva, cuestión inexistente en las leyes de presupuesto 
o la Ley del Servicio Civil en Perú. El TC ha mencionado para la realidad nacional 
que tal justificación podría basarse en “crisis económicas, financieras o periodos 
de austeridad”15. Cuestión que cobra total actualidad en el contexto de la pande-
mia que se vive, con consecuencias económicas negativas inciertas pero al mismo 
tiempo cada vez más notorias e inevitables para el Estado, la sociedad, las empre-
sas y los ciudadanos.

Relacionado con lo anterior, es la referencia a “lo indispensable”, que puede 
entenderse como la aplicación parcial de las restricciones salariales, por ejemplo 
para determinado(s) territorio(s) o entidad(es) pública(s), cuando existan motivos 
reales para hacer tal distinción.

Respecto al periodo razonable, se revela el carácter temporal de este modelo. 
En este punto el CEACR considera un periodo de tres años como una “restricción 
considerable”, por ello pone énfasis en que cumplido el plazo no debería prorro-

14 El CEACR explica que esta excepción, es decir, aplicar restricciones en materia económica a los 
convenios colectivos en curso, solo podría darse “en caso de graves e insalvables dificultades y para 
preservar los empleos y la continuidad de las empresas y de las instituciones” y añade que “se tienen 
que examinar, antes de ser aplicadas, en el marco del diálogo social, quedando claro que no deberían 
ser aplicadas de manera arbitraria sino con sujeción a lo dispuesto en la legislación. (2013, párrafo 
342).

15 Ver STC recaída en los Expedientes 0025-2013-PI/TC; 0003-2014-PI/TC, 0008-2014-PI/TC, 
0017-2014-PI/TC, de 26 de abril de 2016. Caso: Ley del Servicio Civil (FJ 185).
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garse por otra ley e incluso debería dejarse sin efecto antes “si mejora la situación 
financiera y económica” (2013, párrafo 343; CLS, 2018, párrafo 1457). Sin duda, 
este es un aspecto que tampoco se cumplió por la legislación nacional sobre nego-
ciación colectiva en el sector público, ya mencionada.

Cabe mencionar que el TC acoge estos parámetros internacionales como 
pautas para que el legislador peruano regule el derecho a la negociación colectiva 
de los servidores públicos16.

IV. Informe económico financiero: análisis en los proyectos de ley y 
en el DU N° 014-2020

Tanto en los proyectos de ley como en el DU N° 014-2020 se prevé la elabo-
ración de un informe económico financiero que orientará la negociación colectiva 
de los servidores públicos en materia salarial y otras condiciones económicas. Tal 
informe tiene su fundamento en el respeto al equilibrio financiero, la provisión 
efectiva de recursos y la sostenibilidad futura de la economía nacional.

El objeto de este apartado, no es realizar un análisis sobre los datos, métodos, 
criterios y normas en los que se basa el informe, aspectos por demás complejos y 
propios de otras especialidades. Se revisará qué modelo acogen los proyectos de 
ley y el DU N° 14-2020, y si siguen los estándares internacionales al respecto.

1. Proyecto de ley de la Comisión de Trabajo

El Proyecto de Ley de la Comisión de Trabajo (art. 14), bajo la rúbrica de 
“derecho de información” se refiere a este informe para establecer la obligación del 
“empleador” de emitirlo, en tanto se lo pida la organización sindical, con el fin 
de negociar “con conocimiento de causa”. Lo criticable es que no se menciona la 
entidad que deberá desarrollar tal informe. La organización sindical debe solicitar 
la información al menos 90 días antes de la caducidad del convenio vigente y en 
cualquier caso, el informe debe emitirse a los 20 días de solicitada (art. 14). Se 
disponen algunas consecuencias (imprecisas) ante el incumplimiento de la obli-
gación de informar (art. 15). En estas disposiciones existe poca claridad en la re-
dacción, aunque se rescata la intención de que la negociación colectiva en materia 

16 Ver STC recaída en los Expedientes 0025-2013-PI/TC; 0003-2014-PI/TC, 0008-2014-PI/TC, 
0017-2014-PI/TC, de 26 de abril de 2016. Caso: Ley del Servicio Civil (FJ 184 a 188).
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económica tome en cuenta su impacto en el presupuesto estatal. No obstante, 
como se verá, la información que podría solicitarse se torna insuficiente para cum-
plir con el objetivo de negociar “con conocimiento de causa”, como se pretende.

Dentro de la lista de materias que debería contener tal informe, lo llamativo 
es que tal lista se basa en una negociación a nivel de entidad pública (art. 14). Se 
refiere a la situación de una entidad respecto a su personal, remuneraciones y pre-
supuesto, sin considerar situaciones adicionales vinculadas a la economía nacional 
o a otros gastos públicos. En este proyecto de ley, no se menciona que el informe 
deba contener tope o máximo negociable en materia económica. Se trata de una 
lista abierta de documentos, sin establecer límites o criterios expresos.

Lo anterior logra entenderse al leer el “principio de previsión y provisión pre-
supuestal” entendido como aquel “en virtud del cual todo acuerdo de negociación 
colectiva que tenga incidencia presupuestaria deberá considerar la disponibilidad 
presupuestaria” (art. 3). Es decir, se pone énfasis en la existencia de los recursos 
que permitan cumplir con el acuerdo, y no en el impacto económico que dicho 
gasto pueda tener a futuro (principio de sostenibilidad de las finanzas del Estado).

Un ejemplo de lo anterior se observa al disponer que en “en los gobiernos 
locales la negociación colectiva se atiende con cargo a los ingresos de cada muni-
cipalidad” (art. 5), como si en los presupuestos de tales entidades públicas solo 
existieran ingresos –y no gastos-, y sin considerar la notoria diferencia de los in-
gresos de las distintas municipalidades. Asimismo, se establece que “los gobiernos 
locales con menos de 20 trabajadores,… podrán acogerse al convenio colectivo 
federal de su organización de rama o adscribirse al convenio de su elección con el 
que exista afinidad ámbito, territorio u otros. (art. 5), sin consideración alguna a 
un criterio técnico presupuestal.

En esa lógica, para la negociación colectiva centralizada se dispone que los 
“acuerdos alcanzados con incidencia económica son remitidos por la Presidencia 
del Consejo de Ministros… para su inclusión en la ley de presupuesto público…” 
(art. 13.1.d)17.

Este proyecto acoge un modelo de negociación “antes de la aprobación de los 
presupuestos del Estado”, aunque sin establecer límite alguno o referencia especial 
al cuidado del equilibrio presupuestario (salvo la existencia de disponibilidad de 
recursos, que como se ha mencionado es insuficiente para una negociación realista 

17 Se omite esta precisión en la negociación colectiva descentralizada, cuyo convenio colectivo también 
podría contener materia económica.
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y “con pleno conocimiento de causa”). Puede afirmarse, por tanto, que el Proyecto 
de Ley de la Comisión de Trabajo, recoge el modelo de facto de la negociación 
colectiva en el sector público que se tiene hasta el momento. La prohibición de 
negociar materias económicas en las leyes de presupuesto desde el año 2006, no 
impidió la suscripción de convenios colectivos o la emisión de laudos arbitrales 
(SERVIR, 2019, p. 7-13), pero sin un marco legal adecuado sobre la materia.

Tal modelo ha generado un mayor desorden y desigualdad en las remune-
raciones de los servidores civiles, con aumentos salariales elevados, sin sustento 
técnico (Pacheco, 2020, p. 22) y además sin estar acompañadas o condicionadas 
a niveles de productividad en la prestación de los servicios.

2. Proyecto de Ley de la Comisión de Descentralización

El Proyecto de Ley de la Comisión de Descentralización, utiliza el término 
Informe económico financiero para establecer expresamente que tiene “carácter 
vinculante” y debe ser emitido por el Ministerio de Economía y Finanzas (en 
adelante MEF), “debidamente fundamentado… e indicando las fuentes para su 
elaboración” (art. 17). Además indica los aspectos que debería contener: una in-
formación macroeconómica, presupuestal y financiera (art. 17.1), información por 
cada negociación colectiva o arbitraje, que incluye la valorización de las peticiones 
contenidas en el pliego de reclamos (art. 17.2). Asimismo, “debe tener en cuenta la 
existencia de situaciones excepcionales, tales como desastres naturales y antrópicos 
en gran magnitud que ameriten la priorización del uso de recursos en la atención de 
los mismos” (art. 14.7). Finalmente, debe incluir “el máximo negociable sobre las 
condiciones económicas en cada negociación colectiva” (art. 14.5).

Debido a que el informe tiene carácter vinculante, se dispone la impugnación 
del laudo arbitral, por razón de nulidad (arts. 30) cuando este exceda -entre otras 
causales (art. 29)- “el máximo negociable de condiciones económicas establecido 
en el informe económico financiero” (art. 25). El recurso de impugnación tendrá 
efectos suspensivos salvo medida cautelar en contrario (art. 30).

La negociación colectiva inicia con la entrega del Informe económico finan-
ciero a las partes (art. 16.1c), lo que debe ocurrir -a su vez- a los 20 días calendario 
de recibido el pliego de peticiones (art. 17.3).

El Proyecto de Ley originario del Ejecutivo, menciona los principios de equi-
librio y legalidad presupuestal (art. 4.1), y el principio de responsabilidad y disci-
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plina fiscal, señalando sobre este último que “la negociación colectiva y arbitraje 
en el Sector Público se realiza respetando la disponibilidad presupuestal y soste-
nibilidad de las finanzas del Estado” (art. 4.3). Si embargo, en el Proyecto de Ley 
de la Comisión de Descentralización, se recoge el mismo principio previsión y 
provisión presupuestal (art. 3. d), que el proyecto de la Comisión de Trabajo. Por 
lo que cabe trasladar los comentarios del apartado anterior en este punto.

En la medida que los aspectos más relevantes de este proyecto de ley coinci-
den con los previstos en el DU N° 014-2020, debe remitirse a los comentarios del 
siguiente apartado.

3. DU N° 014-2020

Por su parte, el DU N° 014-2020 mantiene la obligación del MEF de emitir 
un Informe económico financiero, “a partir del cual inician las reuniones entre las 
partes” (art. 6.1). Cabe cuestionar tal disposición pues estaría dejando a una de 
las partes el ejercicio efectivo del derecho a la negociación colectiva, en la medida 
que se hace depender el inicio de la negociación a la presentación del informe 
económico financiero del MEF; sin señalar además, un plazo razonable para tal 
presentación y tampoco qué impacto tendría en la negoción si el MEF no cum-
pliera con ese plazo.

Se señala que el informe económico financiero debe contener la valorización 
del pliego de peticiones, información económico financiera y fiscal del Sector 
Público en general, información de la entidad o empresa pública incluida en la 
negociación (información que contiene la situación económica, financiera y dis-
ponibilidad presupuestaria, su proyección y la gestión fiscal de los recursos huma-
nos de la entidad o empresa pública), y, finalmente, el “máximo negociable” de 
acuerdo a la disponibilidad presupuestaria. Además se incluyen tres situaciones 
excepcionales a considerar en la elaboración (art. 6.3).

En vez de retrasar toda la negociación colectiva antes de la emisión del Infor-
me económico financiero, debería iniciarse la misma sobre los aspectos no econó-
micos. Incluso podría incluirse la materia económica desde el inicio, si se modifica 
el esquema de entrega de tal informe. Se elaboraría la primera parte del Informe 
sobre la situación económico financiera y fiscal del sector público en general, po-
niéndolo a disposición de las organizaciones sindicales con la suficiente antelación 
(inicios y/o mediados de cada año). Lo que serviría de base para las primeras trata-
tivas en materia económica luego de la presentación del pliego de peticiones. Una 
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vez presentado el pliego, iniciaría la elaboración de la segunda parte del informe 
que incluiría la situación económico financiera de la entidad pública involucrada, 
la valorización del pliego entregado y “el máximo negociable”.

El DU N° 014-2020 recoge el modelo en el que existe una ley que habilita el 
establecimiento de límites. Como se mencionó, la introducción de límites para la 
negociación de condiciones económicas en el sector público es compatible con los 
estándares internacionales de la OIT y es avalado por el TC peruano para la reali-
dad nacional. Como ya se mencionó, dichos límites tienen como sustento y fina-
lidad, conciliar el ejercicio del derecho a la negociación colectiva de los servidores 
públicos con el respeto al equilibrio presupuestario y la sostenibilidad financiera 
del Estado. Por ello, es necesario que el “máximo negociable” sea vinculante para 
las partes. Carecería de sentido establecer unos máximos que no deban cumplirse. 
Habría una inconsistencia con el art. 77 y 78 de la Constitución. Por una cues-
tión de coherencia interna de la ley, o hay máximos, topes, abanico salarial, etc. y 
se respetan, o es mejor no incluirlos. Cuestión distinta, es que tal eliminación de 
topes sea lo más adecuado para la realidad de la negociación colectiva en el sector 
público peruano.

Por todo lo anterior, se considera pertinente que el DU N° 014-2020 otorgue 
carácter vinculante al informe económico financiero, en la medida que se dispone 
la nulidad del convenio colectivo o laudo arbitral que lo contravenga (art. 6.4).

Ahora bien, debido al protagonismo que la ley otorga al informe económico 
financiero y con miras a que las negociaciones colectivas en este ámbito se realicen 
de manera pacífica y de buena fe, es oportuno traer a colación dos aspectos que 
deben tenerse en cuenta en su elaboración.

El primero. Se echa en falta en el DU N° 014-2020 así como en el proyecto 
de la Comisión de Descentralización, la recomendación del CEACR para este 
tipo de modelo legal. Que consiste en conceder a las organizaciones sindicales una 
participación activa durante el proceso de elaboración del informe y de los respec-
tivos topes18. La presencia exclusiva del MEF en esta etapa, mantendrá las críticas 
de la doctrina que, con razón, objeta su participación en calidad de “juez y parte” 
(Ciudad y Sánchez, 2019, p. 5). Si bien es una de las particularidades (inevita-
bles) en la negociación colectiva del sector público, es importante que se genere la 
mayor seguridad y transparencia en esta materia. De ahí que esta recomendación 
debe unirse a la que se menciona a continuación.

18 Ver apartado II.2, último párrafo, de este trabajo.
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El segundo aspecto, está vinculado al sinceramiento de las finanzas públicas 
al momento de realizar el informe, de tal forma que se emita de manera honesta y 
sea confiable para las organizaciones sindicales y para la población. Así el CEACR 
recuerda en este punto que (el énfasis es añadido):

“para que la negociación colectiva de las remuneraciones de los funcionarios se 
desarrolle adecuadamente, es preciso que las previsiones de inflación y de creci-
miento dimanantes de los órganos gubernamentales encargados de elaborar el 
presupuesto del Estado se realicen mediante procedimientos objetivos y trans-
parentes que inspiren la confianza de la población y de las organizaciones sin-
dicales, de suerte que puedan descartarse las «contabilidades creativas» y los cálculos 
deliberadamente pesimistas u optimistas motivados por el oportunismo político, que 
obstaculizarían indirectamente el correcto ejercicio del derecho de negociación colecti-
va” (2013, párrafo 333).

Respecto a la posible impugnación del laudo arbitral por no respetar lo esta-
blecido en el informe económico financiero. Solo mencionar que tal disposición 
traslada lo que hasta ahora se establece en la Ley de Relaciones Colectivas de Tra-
bajo (arts. 63 a 66), norma de aplicación supletoria en el ámbito público, según 
el art. 40 de la Ley del Servicio Civil. Por otro lado, el V Pleno Jurisdiccional 
Supremo en materia Laboral y Previsional (4 agosto 2017), avala como causal de 
nulidad del laudo arbitral, la inobservancia de la valorización de las pretensiones 
de los trabajadores en base a la Situación Económico Financiero del empleador. 
Sin duda, este aspecto requeriría un análisis más profundo, cuestión que escapa a 
los objetivos y extensión de este trabajo.

De todas formas, interesa mencionar el criterio general del CLS, aplicable 
también a los laudos arbitrales económicos, respecto a la impugnación: “El con-
trol de las cláusulas supuestamente abusivas de los contratos colectivos no debería 
corresponder a la autoridad administrativa (que tratándose del sector público es 
a la vez juez y parte) sino a la autoridad judicial y ello sólo en casos sumamente 
graves.” (2018, párrafo 1477).

V.  Conclusiones

- El debate sobre el mejor modelo legal para la regulación de la negociación 
colectiva en el sector público en materia económica, aún está vigente. Esto, 
debido a que: a) aún no se ha regulado la materia por quien debía hacerlo, 
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el Poder Legislativo; b) la constitucionalidad del DU N° 014-2020 ha sido 
cuestionada ante el TC; y, c) porque existen varios aspectos en los proyectos 
de ley recientes y el DU N° 014-2020 que requieren una revisión o exclusión.

- Tanto el Proyecto de Ley de la Comisión de Descentralización como el DU 
N° 014-2020, acogen el modelo -validado por los órganos de la OIT y el TC 
peruano-, que puede denominarse “modelo de ley habilitante para el estable-
cimiento de límites en materia económica”. En este, cabe delegar al órgano 
competente en materia presupuestaria, en Perú el MEF, la determinación de 
límites negociables, lo que se concretaría a través de un informe económico 
financiero.

- Se concluye que es compatible con los estándares internacionales y constitu-
cionales, otorgar carácter vinculante al informe económico financiero y que 
sea exigible su cumplimiento al suscribir un convenio colectivo o al emitir un 
laudo arbitral.

- De acuerdo a los estándares internacionales de la OIT, debería existir un pro-
cedimiento de participación significativa y transparente de las organizaciones 
sindicales en el desarrollo del informe económico financiero que establece los 
límites negociables; aspecto que se echa en falta en el Proyecto de Ley de la 
Comisión de Descentralización y en el DU N° 014-2020.

- Se observa que el Proyecto de Ley de la Comisión de Trabajo, perpetúa el 
modelo de facto de la negociación colectiva de los servidores públicos en ma-
teria económica, que si bien dispone la elaboración de un informe económi-
co financiero, no establece parámetros que aseguren el respeto al equilibrio 
presupuestario y a la sostenibilidad financiera del Estado. Centrando su aten-
ción en la disponibilidad de recursos económicos.

VI. Bibliografía

- CEACR-OIT, El Alcance de la Negociación Colectiva en la Administración Pú-
blica, Documento de Trabajo N° 329, 1era. edición, Ginebra, 2019.

- CEACR-OIT, La negociación colectiva en la administración pública: Un cami-
no a seguir. Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios 
y Recomendaciones, 1era. edición, Ginebra, 2013.



169

Los modelos de negociación colectiva en el sector público con incidencia presupuestal:...

Revista LABOREM N.º 22-2020

- CEACR-OIT, Libertad Sindical y negociación colectiva. Informe de la Co-
misión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, 1era. 
edición, Ginebra, 1994.

- CLS-OIT, Libertad Sindical. Recopilación de decisiones del Comité de Li-
bertad Sindical, 6ta edición, Ginebra, 2018.

- CIUDAD REYNAUD, Adolfo; SÁNCHEZ MATOS, Andrea, “La influen-
cia de la normativa de la OIT en el desarrollo del derecho de la negociación 
colectiva de los trabajadores del sector público peruano”, Revista Laborem N° 
21 - 2019, pp. 141- 169.

- PACHECO ZERGA, Luz, “La Ley del Presupuesto y la negociación co-
lectiva en el sector público: La apuesta por la inconstitucionalidad”, Dossier 
AELE. Negociación Colectiva, Lima, enero 2020, pp. 15-23.

- SERVIR, Negociación Colectiva en el sector público 2020, SERVIR, Lima, 
2020.


